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Resumen Ejecutivo 

 

En mayo de este año, el Gobierno ingresó el primer proyecto de ley en materia de 
educación escolar, que tiene como uno de sus objetivos principales el prohibir 
gradualmente la posibilidad de que los colegios cobren un financiamiento compartido a 
los padres. Más allá de las indicaciones que pueda presentar el Ejecutivo para resolver 
los problemas de implementación que diversos actores ya identificaron y dieron a 
conocer durante la tramitación de este proyecto, nosotros consideramos que el 
proyecto está equivocado desde sus bases, pues los instrumentos que se eligieron no 
se condicen con el objetivo de mejorar las oportunidades educativas de las familias 
chilenas. 

Es por esto que presentamos a continuación una propuesta que busca hacerse cargo de 
las barreras financieras a la elección de escuela  y, de esa forma, resolver el problema 
de las familias que por falta de recursos no pueden acceder a la escuela de su 
preferencia. Esto va de la mano de un incremento sustancial de recursos, de manera 
que se puedan financiar medidas que apunten a mejorar la calidad de la educación, es 
decir, mejoramiento de los profesores, clima escolar, y recursos educativos en la sala 
de clases. 

La propuesta es, en términos generales, un sistema de arancel diferenciado. En primer 
lugar, consiste en un aumento sustancial de la Subvención Escolar Preferencial (SEP), 
hasta que esta iguale el financiamiento compartido máximo permitido por la ley. Del 
mismo modo, proponemos la creación de una subvención de clase media compatible 
con el financiamiento compartido, de manera que las familias de clase media reciban 
un apoyo adicional del Estado, pero puedan seguir complementando los subsidios 
estatales. El límite para la suma entre financiamiento compartido y subvención de clase 
media se fija en el valor vigente de la SEP.  

De esta forma, se consigue que todos los alumnos prioritarios, es decir, aquellos 
provenientes de familias vulnerables, traigan consigo más recursos que cualquier otro 
alumno que asista a un establecimiento subvencionado, incluso si este aporta con un 
copago. 

Si bien nuestra propuesta es ambiciosa en términos del mayor gasto que supone, 
creemos que dado que se diseñó una reforma tributaria para entregar más recursos a 
educación, esta es la forma más apropiada de distribuir los recursos para que lleguen 
de forma oportuna a los alumnos, y focalizados en quienes más los necesitan. 
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Más Recursos para los Alumnos:                                   

Una Propuesta de Financiamiento Diferenciado 

                  

1.  Introducción 

En mayo de este año, el Gobierno ingresó el primer proyecto de ley en materia de 
educación escolar. Sus objetivos principales fueron quitar el financiamiento público a 
establecimientos educacionales con fines de lucro, prohibir gradualmente la posibilidad de 
que los padres realicen cobros obligatorios en sus colegios, y sustituir los actuales procesos 
de admisión por un sistema centralizado que asignara los cupos de forma aleatoria.  

Esta iniciativa ha sido duramente criticada por diversos actores, debido a que no resuelve el 
problema que planteó el Gobierno para justificarlo: entregar más y mejores oportunidades 
educativas a las familias. 

Más allá de las indicaciones que se espera mande el Ejecutivo con el fin de resolver 
problemas evidentes de implementación de este proyecto, nuestra opinión es clara: este es 
un mal proyecto, que en lugar de apuntar a resolver las verdaderas falencias de nuestro 
sistema escolar, se enfoca en ciertos instrumentos que no necesariamente se condicen con 
esos fines. Por ejemplo, al querer eliminar el financiamiento compartido, no se hace cargo 
de que se podría aumentar la segregación escolar en la medida que las familias que podrán 
financiar un copago ya no tendrán una alternativa a su medida. De esta forma se polariza la 
oferta educativa entre establecimientos gratuitos de calidad medio-baja y colegios 
particulares pagados cuyos aranceles no son accesibles para las familias de clase media. 

Debido a nuestra disconformidad con los objetivos detrás del proyecto de ley del Gobierno, 
los que de todas formas no se modificarán con las indicaciones que puedan hacerse, en el 
documento a continuación presentamos una propuesta que sí se hace cargo de las barreras 
financieras a la elección de escuela. Proponemos un sistema de aranceles diferenciados, 
compatible con los aportes de los padres, y que reconoce el mayor costo de educar a 
alumnos provenientes de sectores de menores ingresos.  

A continuación realizamos un diagnóstico de la situación actual, de los instrumentos con 
que ya contamos hoy para integrar a alumnos de distinto nivel de ingresos en una misma 
sala de clases y luego revisamos el mecanismo propuesto por el Gobierno. Posteriormente, 
presentamos cuáles son los principios orientadores así como el detalle de nuestra 
propuesta, para finalmente ligarla a los ejes detrás de la iniciativa que se discute en el 
Parlamento. 
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2. Diagnóstico 

Mucho se habla de la necesidad de aumentar la inversión y el gasto en educación en 
nuestro país. Tal como muestra el Gráfico N° 1, el gasto promedio por alumno en el sistema 
escolar chileno es todavía bajo si nos comparamos con los países desarrollados. Las 
economías de la OCDE gastaban el año 2010 un promedio de $ 230 mil pesos mensuales por 
alumno de enseñanza básica y $ 260 mil por alumno de enseñanza media, mientras que en 
nuestro país invertimos menos de la mitad de estos valores (41% del promedio de la OCDE 
en enseñanza básica y 35% en enseñanza media). 

Gráfico N° 1  

Gasto promedio anual por alumno (en dólares PPP) 
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Fuente: Education at a Glance 2013, OCDE. 

 

Aunque el ingreso per cápita en nuestro país es de apenas la mitad del promedio de los 
países desarrollados, y es por lo tanto natural que nuestro nivel de gasto esté todavía por 
debajo del de ellos1, no justifica que no debamos buscar la forma de aumentar los recursos 
en este sector. Hoy existe una fuerte demanda por parte de la ciudadanía que quiere 
mejoras en la calidad de la educación, especialmente aquella que reciben los alumnos de 
menores ingresos. Se aprobó, además, una reforma tributaria que -estemos o no de 
acuerdo con sus principios- se supone entregará más recursos para la consecución de este 
objetivo. 

                                                           

1  Fuente: OCDE, Education at a Glance 2013, Tabla B1 – 1a. 
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En ese contexto, si queremos cumplir con el anhelo de mejorar las oportunidades 
educativas de las familias, dado que como país todavía no hemos alcanzado un nivel de 
ingresos capaz de alcanzar a los países desarrollados, el aumento del gasto debe hacerse 
progresivamente y de manera focalizada, priorizando a quienes más lo necesitan. Pero para 
llegar a los alumnos más vulnerables, no podemos apuntar solo a un tipo de colegio, pues 
estos se encuentran distribuidos en todo el sistema. 

Si tomamos a los alumnos prioritarios del sistema escolar2, es decir, aquellos que han sido 
definidos de acuerdo a los instrumentos de caracterización socioeconómica como 
beneficiarios de la Subvención Escolar Preferencial (SEP), que se estima pertenecen a las 
familias del 40% más vulnerable de la población, encontramos que la mitad asiste al sector 
municipal y la otra mitad al particular subvencionado. Asimismo, un 86% asiste a un 
establecimiento suscrito a la SEP y el 34% asiste a un establecimiento que tiene 
financiamiento compartido. Dado que el 85% de los establecimientos escolares del país 
están suscritos a la SEP y que el 22% posee financiamiento compartido, vemos que en 
general los alumnos más vulnerables están presentes de manera bastante homogénea en 
cada uno de estos tipos. 

Incluso pareciera que el cobro de un copago no constituye una barrera a la incorporación de 
alumnos vulnerables, en la medida que existen mecanismos como la SEP y las becas, que los 
eximen de todo pago: de los alumnos prioritarios que asisten a un colegio con copago, el 
71% estudia gratis debido a la SEP. El resto, podemos asumir que forma parte del 15% más 
vulnerable que está por ley eximido de cualquier cobro. 

En la Tabla N° 1 se muestra lo anterior: la distribución de alumnos prioritarios, distinguiendo 
si son beneficiarios de la SEP, y en caso de no serlo, según su situación respecto al eventual 
pago de un financiamiento compartido. Encontramos que gracias a la SEP y a las becas para 
el 15% más vulnerable, solo un 5% de los alumnos prioritarios del sistema escolar no estaría 
estudiando gratis. Más aún, gracias a la coexistencia de financiamiento compartido, SEP y 
becas, tenemos un sistema educacional subvencionado que integra a alumnos prioritarios 
gratuitamente en la misma sala de clases en que estudian también hijos de padres que 
costean un copago desde su propio bolsillo. 

Dado lo anterior, si nos planteamos como objetivo que las familias más vulnerables del país 
puedan tener real poder de decisión para que su hijo acceda a la escuela de su preferencia 
sin verse restringidas por la falta de recursos, entonces debiéramos potenciar y mejorar 
estos instrumentos que hoy ya existen para que contribuyan de mejor forma con la 
integración socioeconómica escolar. 

 

                                                           

2  Es decir, sin considerar establecimientos que solo ofrecen educación parvularia y/o especial. 
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Tabla N° 1  

Alumnos Vulnerables y Gratuidad. (Hoy existen mecanismos para facilitar la elección de 
escuela sin que el dinero sea una restricción) 

Situación Alumnos Prioritarios Número alumnos % Situación 

En establecimientos con SEP 1.480.643 86,3% no pagan 

En establecimientos sin SEP 234.536 13,7% 
 

        Sin copago 66.571 3,9% no pagan 

        Con copago pero cubiertos por becas 15%* 80.550 4,7% no pagan 

        Con copago y no cubiertos por becas 15%* 87.415 5,1% pagan 

Total 1.715.179 100% 
 

Fuente: Elaboración propia con datos del MINEDUC sobre financiamiento, matrículas, SEP, alumnos prioritarios y 
financiamiento compartido 2013; no se consideran los establecimientos educacionales que imparten exclusivamente 
educación especial y/o parvularia.  
*Los alumnos becados se calcularon como aquellos que formarían parte del 15% más vulnerable de su establecimiento 
educacional con financiamiento compartido. 

3. El Proyecto del Gobierno: Quitando Recursos a un Sistema que los 

Necesita3 

 

El Gobierno elaboró un proyecto de ley que busca, entre otras cosas, prohibir que los 
establecimientos subvencionados cobren un financiamiento compartido a los padres. Para 
esto, el proyecto original propone congelar el tope nominal máximo que está permitido 
cobrar, e ir disminuyéndolo anualmente conforme aumenta la unidad de subvención de 
escolaridad (que se reajusta de acuerdo a las remuneraciones de sector público; es decir, 
crece año a año no en términos reales, sino nominales).  

Del mismo modo, se propone congelar en pesos los tramos que determinan el descuento a 
la subvención total producto del financiamiento compartido cobrado. Al llegar al décimo 
año, el proyecto establece la prohibición total del copago. 

Simultáneamente, el proyecto propone introducir dos nuevos aportes por alumno para 
compensar parte de la caída de los recursos debido a la eliminación de los pagos de los 
padres: un aporte por gratuidad de 0,45 USE (Unidad  de Subvención Educacional) en 
régimen (aproximadamente $ 9.500 mensuales por alumno) y una subvención por alumno 
preferente (definidos como aquellos del 80% de menores ingresos que no sean prioritarios),  
equivalente  a  la  mitad  de la SEP ($ 17.800 mensuales hasta 6° básico y $ 11.800 desde 7° 
hasta 4° medio, aproximadamente).  

Para que un alumno pueda recibir estos nuevos aportes, es requisito que su 
establecimiento educacional sea gratuito; esto es, que en caso de tener financiamiento 

                                                           

3  Boletín 9366-04 ingresado el 19 de mayo de 2014, previo a indicaciones presentadas por el Ejecutivo. 
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compartido, renuncie a él. Del mismo modo, debe destinar los recursos a los fines 
educativos que enumera el proyecto de ley, de manera que aun si se sustituyera con 
recursos públicos cada peso del financiamiento compartido que aportaban los padres, no 
podrían necesariamente destinarse a lo mismo. Podemos decir que se trata de aportes con 
un componente de subsidio a la oferta, en la medida que se entregan de acuerdo a las 
características del establecimiento educacional y no solo del alumno. 

En la Tabla N° 2 se muestra la distribución de establecimientos de educación escolar y 
número de alumnos matriculados (totales y prioritarios) según el tramo de financiamiento 
compartido promedio del establecimiento al año 20134.  

Vemos que la mayoría de los alumnos está en colegios gratuitos (56%) y con copagos más 
bien bajos; a diferencia de los alumnos prioritarios que se encuentran distribuidos en mayor 
medida en establecimientos que exigen un cobro. Solo 28% de ellos estudia en colegios sin 
financiamiento compartido, y la mitad en colegios con un copago medio de entre $ 5 y $ 35 
mil mensuales. Como vimos en la sección anterior, existen instrumentos para que los 
alumnos vulnerables accedan gratuitamente a un colegio con copago. 

 

Tabla N° 2  

Distribución de Colegios, Matrícula Total y Alumnos Prioritarios por Tramo de 
Financiamiento Compartido Promedio 

Cuota media mensual Colegios Matrículas % Acumulado Prioritarios % Acumulado 

$ 0 7.071 1.681.046 56% 66.571 28% 

$1 - $5 mil 557 324.971 66% 5.218 31% 

$5 mil - $15 mil 596 412.161 80% 30.821 44% 

$15 mil - $25 mil 306 201.487 87% 47.887 64% 

$25 mil - $35 mil 209 145.283 91% 35.992 80% 

$35 mil - $45 mil 126 94.042 95% 20.751 88% 

$45 mil - $55 mil 90 73,326 97% 13.557 94% 

$55 mil - $65 mil 70 42.987 98% 7.269 97% 

$65 mil - $75 mil 48 41.403 100% 5.386 100% 

$75 mil - $85 mil 13 8.276 100% 1.084 100% 

Total 9,086 3.024.982   234.536   

 

Fuente: Elaboración propia con bases de datos del MINEDUC de matrículas, financiamiento compartido y subvención 
preferencial 2013. 

 

                                                           

4  Debido a que no contamos con información exacta sobre el monto mensual exigido a los padres, se calcula un 
financiamiento compartido promedio como la recaudación total dividida en el número de alumnos. 
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Gráfico N° 2  

Alumnos Perjudicados con la Eliminación del Copago 

 

 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de bases de datos del MINEDUC de matrículas, financiamiento, alumnos prioritarios y 
financiamiento compartido 2013. 
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Si bien 57% de los establecimientos que realizan algún cobro exigen menos de $ 15 mil 
mensuales, hay otros establecimientos que cobran por sobre los aportes compensatorios 
que ofrece el Gobierno en su proyecto, de manera que habrá un número importante de 
alumnos que se verán perjudicados al experimentar una caída en los recursos con que 
dispone su escuela para su enseñanza. 

Al comparar los recursos que reciben actualmente los colegios entre financiamiento 
compartido y subvenciones, y lo que recibirían de reemplazar el copago por los nuevos 
aportes que propone el proyecto del Gobierno, encontramos que serían 505 mil los 
alumnos que asisten a establecimientos particulares subvencionados (un tercio del total de 
este sector) que verían disminuidos sus recursos totales. Esto quiere decir que al recibir los 
nuevos aportes contemplados en el proyecto de ley, no lograrán compensar la caída 
derivada de la eliminación del financiamiento compartido. De ellos, 138 mil son alumnos 
prioritarios, es decir, pertenecientes al 40% más pobre del país. 

Por último, hay una razón adicional que nos hace pensar que los recursos reales disponibles 
para mejorar los aprendizajes de los alumnos van a disminuir todavía más tras este 
proyecto, y aun cuando el Ejecutivo presentara indicaciones que modificaran los plazos o el 
mecanismo de sustitución de recursos. Los nuevos requisitos y exigencias que se imponen 
dificultarán la labor de directivos y sostenedores. Lo anterior no solo supondrá un gasto 
adicional en labores administrativas y contables, sino también un desvío de recursos hacia 
la compra de inmuebles ya existentes, al prohibir el proyecto que los sostenedores no sean 
dueños de la infraestructura donde funciona el establecimiento educacional. 

Nos parece inaceptable que, en un país como Chile, donde el gasto por alumno es todavía 
bajo en relación a nuestro ingreso per cápita, se pretenda quitar recursos del sistema y 
desviarlos además de los gastos verdaderamente importantes. Hoy no podernos darnos el 
lujo de desperdiciar ningún peso que no vaya al niño, al profesor o a la sala de clases. 

Consideramos que es legítimo y deseable que aquellos padres que puedan aportar recursos 
para alcanzar una mejor educación para sus hijos de acuerdo a sus propias preferencias lo 
hagan. El problema está en que quienes no pueden hacerlo vean limitada su elección, por lo 
que la solución debe enfocarse en ellos. Del mismo modo, creemos que el Ministerio de 
Educación no es el indicado para definir a qué se deben destinar los recursos; establecer en 
una ley cuáles pueden ser los gastos de un establecimiento educacional significa restringir el 
aporte y creatividad de los privados para dejarnos en manos del Estado. 

4. Principios para una Reforma al Financiamiento del Sistema Escolar 

 Libertad de elección de las familias 

Creemos que son las familias las más aptas para decidir lo mejor para sus hijos, y por eso el 
Estado debe proteger y promover que ellas tengan libertad para elegir dónde educarlos, de 
acuerdo a sus valores y preferencias, e independiente de su situación socioeconómica. El 
financiamiento compartido no debe ser una barrera de entrada, así como tampoco se 
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puede limitar este tipo de contribuciones que aportan a la diversidad de proyectos 
educativos. 

Queremos verdadera libertad de elección. Para eso, debe ser el alumno quien porte consigo 
los mayores recursos, independiente del origen de estos, permitiendo a todas las escuelas 
brindarle una buena atención.  

 Integración con aprendizajes 

Queremos que nuestro sistema escolar integre realmente a todos los niños y jóvenes. Por 
eso, planteamos que la estructura de financiamiento del sistema escolar debe permitir que la 
capacidad de pago no sea una barrera para acceder a ningún establecimiento. 

Ahora bien, para nosotros la verdadera integración consiste en que todos los alumnos en la 
sala de clases logren los aprendizajes esperados. Sin aprendizaje no hay equidad. Es 
necesario, por lo tanto, asegurar que todas las escuelas del país entreguen a sus estudiantes 
un nivel de aprendizaje que les permita ampliar sus oportunidades en el futuro. Asimismo, 
cualquier incremento de los recursos debe ir realmente hacia un mejoramiento de la calidad 
de la educación que reciben todos los niños y jóvenes del sistema escolar. 

 Diversidad de proyectos educativos 

Adicionalmente, para que haya verdadera libertad de elección, no basta con resolver las 
barreras de entrada debido al financiamiento. También es necesario apoyar y promover el 
surgimiento de alternativas educacionales distintas entre las cuales las familias puedan 
efectivamente optar. Para esto, debe darse la instancia para que los padres conozcan y 
adhieran al proyecto educativo y reglamento interno del establecimiento. El proyecto 
educativo necesita del compromiso continuo de las familias y alumnos. 

Es por lo anterior que creemos que los recursos adicionales que lleguen a las escuelas 
deben permitirles fortalecer sus proyectos, fomentándoles la autonomía para decidir sobre 
su uso. Esto puede darse en la medida que los recursos adicionales tengan una debida 
rendición de cuentas. Para eso, hoy contamos con una institucionalidad capaz de fiscalizar 
que cada peso se gaste de acuerdo a las normativas (Superintendencia de Educación), y 
hacia la consecución de metas de calidad (Agencia de Calidad). Estas instituciones deben 
cumplir con su rol, de manera que haya garantía de que todos los recursos adicionales que 
se gasten, cumplirán con los requisitos exigidos. Adicionalmente, contamos con una 
población cada vez más empoderada y exigente con su colegio. 

 Mejoramiento de la calidad de la educación 

Para mejorar la calidad de la educación todavía necesitamos más recursos. Creemos que sus 
aumentos deben entregarse vía subvención, pues solo así llegan de forma oportuna y 
directa a las escuelas elegidas por las familias, y en mayor magnitud donde están los más 
vulnerables. 

Además creemos que es necesario descentralizar a nivel de escuela las decisiones respecto 
al uso de estos recursos. “Sistemas escolares que entregan más autonomía para que las 



 

15 | 

escuelas definan y elaboren sus propios currículos y evaluaciones, se desempeñan por sobre 
el resto, incluso controlando por ingresos del país” (OCDE 2013). 

Ahora bien, para que el aumento de recursos se traduzca realmente en un mejoramiento de 
la calidad de la educación en su definición más amplia, estos deben destinarse a “mejorar la 
experiencia de aprendizaje de los alumnos en el aula”. “Las intervenciones que llevan a 
mejorar los sistemas escolares son las que involucran procesos, especialmente la forma de 
enseñar”. La experiencia dice que “para pasar a ser muy buenos, los sistemas escolares 
deben enfocarse en dar forma a la profesión docente, sus requisitos, prácticas y planes de 
carrera” (McKinsey 2010). Del mismo modo, la evidencia muestra que las escuelas con 
mejores resultados suelen tener un clima escolar más positivo y apto para los aprendizajes 
(OCDE 2013). 

Debido a lo anterior, estimamos que cualquier aumento de recursos debiera dirigirse 
principalmente a: profesores (disminución de horas lectivas, mayores sueldos y premios al 
buen desempeño, capacitación y apoyo, estímulo a buenos docentes en localidades 
altamente vulnerables, entre otros) y a la mejora del clima escolar (posibilidad de contratar 
personal especializado de apoyo, así como realizar actividades extra programáticas que 
contribuyan en este sentido). 

5. Una Propuesta de Financiamiento Diferenciado 

 

Tras el objetivo de inyectar nuevos recursos al sistema escolar, pero entendiendo que 
todavía somos un país de ingresos medios, proponemos un aumento del aporte del Estado 
por cada alumno vía subvención, focalizado en los más vulnerables. De esta forma, se logra 
una estructura de financiamiento que permite que las familias que hoy día se sienten 
restringidas, puedan optar a más colegios y, al mismo tiempo, que la entrega de recursos 
frescos justifiquen una mayor exigencia de calidad a las escuelas. 

El nuevo diseño implica distinguir entre alumnos vulnerables (40% de menores ingresos) y 
alumnos de clase media (entre el 40% y 80% de menores ingresos). Los beneficios para cada 
uno de ellos, además, solo se podrán perder luego de 4 años desde su adquisición, lo que 
permitirá corregir la situación de incertidumbre actual y entregará estabilidad a las familias 
y facilidad para elegir colegio. 

Nuestra primera propuesta consiste en aumentar la Subvención Escolar Preferencial (SEP) 
en todos los niveles educativos, llegando a 4 USE5, e igualando al tope máximo que la ley 
permite para el financiamiento compartido. Considerando los descuentos que se realizan a 
la subvención, debido al cobro de financiamiento compartido, tenemos que los colegios que 
cobran el máximo permitido de 4 USE ($ 84.232) reciben en realidad 3,3 USE por alumno 

                                                           

5  Esto significa un aumento del 136% del monto por alumno de enseñanza básica. 
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(aproximadamente $ 70 mil mensuales). Esto significa que un alumno SEP traería consigo 
más recursos que cualquier otro alumno que paga desde su propio bolsillo. 

En segundo lugar, y relacionado con el aumento de recursos por la vía de la SEP, 
proponemos que se flexibilicen algunas de las limitaciones que hoy este programa tiene, en 
términos del uso que puede darse a sus recursos, las que en ocasiones incluso requieren 
que los sostenedores lleven una contabilidad paralela a la de la subvención regular. En esta 
línea, sugerimos que los Planes de Mejoramiento puedan señalar un porcentaje de recursos 
para el pago de remuneraciones del personal docente, para la disminución de horas lectivas 
de los docentes, para mayores sueldos y premios al buen desempeño del personal, para 
capacitaciones y programas de apoyo docente, o para cualquier otra inversión destinada al 
servicio de la función docente. Del mismo modo, planteamos la necesidad de respetar el 
espíritu de la ley SEP en relación al grado de autonomía que se deja a los establecimientos 
educacionales para elaborar y llevar a cabo su Plan de Mejoramiento, de acuerdo a la 
clasificación obtenida (autónoma o emergente). 

Las medidas anteriores incentivarán a los establecimientos educacionales que no se han 
suscrito a la SEP a hacerlo, incorporando a 234 mil alumnos prioritarios que hoy no se 
encuentran cubiertos por ella y otorgando a las familias vulnerables mayores oportunidades 
para elegir la escuela de su preferencia, a través del mayor monto del que dispondrán para 
la educación de sus hijos, el que de hecho superará el total que reciben los establecimientos 
por alumnos que pagan un copago. Asimismo, para estimular la integración dentro de los 
colegios, las familias deben estar conscientes de las oportunidades con las que cuentan 
gracias al apoyo del Estado. Para eso, el Ministerio de Educación deberá informar al 
sostenedor y a las familias sobre la adquisición y pérdida de la calidad de alumno prioritario, 
señalando expresamente el monto correspondiente a la SEP y el hecho de que esta puede 
ser utilizada en cualquiera de los establecimientos educacionales del país, con el mismo 
derecho que quienes pagan de su propio bolsillo. Las familias deben ser las primeras 
fiscalizadoras de su establecimiento educacional, y una medida como la que proponemos las 
empoderaría para cumplir con ese rol. 

En tercer lugar, estimamos que el valor del aporte estatal por alumno hoy resulta aún 
insuficiente no solo para los alumnos más vulnerables, sino para todos quienes asisten a 
establecimientos que reciben subvención. Dado que nuestro sistema requiere de una 
inyección fresca de recursos, no de un reemplazo de recursos privados por recursos 
públicos, consideramos necesario introducir, además, una subvención adicional para la 
clase media, entendida como alumnos provenientes de los hogares pertenecientes al 80% 
más vulnerable de la población que no califiquen como prioritarios (quintiles 3 y 4).  

La idea es que quienes integren este segmento reciban un aporte adicional a la subvención 
de 50% de la SEP, equivalente a 2 USE ($ 42.117 según la USE vigente), compatible con el 
pago de un financiamiento compartido, de manera que entre esta subvención y el copago 
no puedan superar las 4 USE. En adelante, este límite debiera moverse con la SEP vigente, 
de manera de no limitar en el futuro la posibilidad de incrementar los recursos hacia los 
niveles de los países desarrollados. 
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Por último, y sujeto a la necesidad urgente de inyectar recursos frescos a nuestro sistema 
educacional, consideramos necesario incrementar asimismo el valor de la subvención 
regular que reciben los alumnos prioritarios, de clase media, y del quinto quintil. Para esto, 
proponemos un aumento de 20% de la subvención regular. Con todo, estaríamos 
aumentando los recursos por alumno de manera focalizada, de acuerdo a la necesidad 
económica de cada uno. Las propuestas anteriores se resumen en la siguiente tabla. 

Tabla N° 3  

Propuesta de Incremento de las Subvenciones 

1° Subir la SEP hasta igualar al copago máximo permitido (4 USE). 

2° Resolver parte de las restricciones excesivas de la SEP en relación al uso de recursos. 

3° 
Deber del Ministerio de Educación de informar a las familias sobre beneficios para sus 
hijos. 

4° 
Subvención para alumnos de familias de clase media, equivalente a la mitad de una SEP (2 
USE), y compatible con el financiamiento compartido hasta un máximo de 4 USE en total. 

5° 
En adelante, el límite máximo de financiamiento compartido más subvención de clase 
media debiera fijarse en el mismo valor de la SEP. 

6° Aumento de la subvención de escolaridad en un 20%. 

 

 

Con lo anterior, las subvenciones mensuales por alumno antes y después se muestran en el 
Gráfico N° 2. Un alumno vulnerable que hoy recibe $ 102.951 vía subvención, pasará a 
contar con $ 157.335 mensuales. Un alumno de clase media que hoy recibe $ 60.918, 
pasará a contar con $ 115.219, y un alumno del quintil de mayores ingresos que hoy recibe 
$ 60.918, pasará a recibir $ 73.102 mensuales. 

Gráfico N° 3 

Más Recursos para los Alumnos: Subvención Diferenciada según Nivel de Ingresos 

 
Fuente: Elaboración propia. 
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El costo de este proyecto es de aproximadamente 3.900 millones de dólares anuales en 
régimen, de los cuales US$ 2.100 millones se deben a las modificaciones a la SEP,  US$ 1.000 
millones es el costo estimado de la subvención de clase media, y  US$ 800 millones es el 
costo de aumentar la subvención regular. 

 

6. Nuestra Propuesta en Relación al Proyecto Original del Gobierno 

 Financiamiento compartido: 

El proyecto del Gobierno busca eliminar el financiamiento compartido, pero sin reponer de 
manera íntegra todos los recursos que hoy aportan los padres, perjudicando a lo menos a 
500 mil niños y jóvenes, que verán una caída en los recursos disponibles para su educación. 

Nuestra propuesta, en cambio, entiende que hoy día el gasto por alumno en Chile es muy 
bajo comparado con los mejores sistemas escolares del mundo, y que no estamos en 
condiciones de restar recursos del sistema. Los recursos deben aumentarse. Por eso: 

- Permite el financiamiento compartido para alumnos provenientes de familias que estén 
por sobre el 40% más vulnerable del país. 

- Para las familias de menores ingresos, aumenta la subvención preferencial (SEP) hasta 
igualar el copago máximo permitido, de manera que todo alumno prioritario pueda 
optar a cualquier establecimiento del país, con el mismo derecho que quienes pagan 
desde su propio bolsillo. 

- Crea una subvención adicional que entregará más recursos a los alumnos de clase media 
(de hasta el 80% de menores ingresos), que podrá ser usada para costear parte del 
copago, en caso de que su colegio lo exija. 

- Incrementa también la subvención regular que reciben todos los alumnos, haciéndose 
cargo de la falta de recursos generalizada de nuestro sistema educacional. 

- En suma, este diseño de la subvención, en que el Estado apoya de manera diferenciada 
a los estudiantes de acuerdo a su necesidad socioeconómica, contribuirá a entregar 
nuevos recursos a nuestro sistema escolar, generando una mayor integración y 
asegurando que quienes no cuentan con recursos propios, puedan acceder al 
establecimiento de su preferencia, sin que la existencia de un copago sea una barrera. 

 Lucro: 

El proyecto del Gobierno, quiere prohibir que sostenedores constituidos como persona 
jurídica con fines de lucro presten el servicio educativo financiado vía subvención. Para ello, 
establece requisitos y barreras adicionales que amenazan la continuidad de miles de 
proyectos educativos existentes a los que concurren más de 1 millón de alumnos, e impide la 
creación de otros nuevos, sin siquiera tener en cuenta criterios de calidad ni preferencias de 
las familias. 
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Nuestra propuesta, en cambio, plantea que:  

- Los padres deben poder elegir el colegio que más se ajuste a sus preferencias, sin 
importar la naturaleza jurídica del sostenedor, sino la calidad de este. Proponemos que esta 
naturaleza sea informada periódicamente y de manera clara a los padres y que la rendición 
de cuentas sobre el uso de los recursos sea información transparente que esté a su alcance. 

- Creemos que se debe posibilitar la creación de colegios con fines de lucro. La razón 
no tiene que ver con que los dueños obtengan o no ganancias, sino con el incentivo que 
significa el lucro para atraer tanto a personas talentosas que quieren poder vivir de su 
trabajo, como también inversiones que de otra forma no se llevarían a cabo, restando 
recursos del sistema.  

- Hoy contamos con una institucionalidad capaz de fiscalizar y sancionar a los 
sostenedores que incumplen con las normativas, por lo que no es necesario limitar la 
colaboración de quienes busquen una legítima ganancia. La Superintendencia tiene las 
atribuciones para fiscalizar el cumplimiento de las normativas vigentes y que los colegios 
entreguen una debida rendición de cuentas, en tanto la Agencia de Calidad es la encargada 
de evaluar y apoyar a las escuelas y liceos hacia la consecución de objetivos de calidad. 

 Selección escolar: 

El proyecto del Gobierno prohíbe que los procesos de admisión consideren rendimiento 
escolar pasado o potencial del postulante y los sustituye por un sistema de postulación 
centralizado, en que el criterio usado si hay exceso de demanda para un colegio, será el azar. 
Asimismo, dificulta  de manera extrema la expulsión de alumnos por motivos académicos, 
disciplinarios, o de cualquier tipo. 

Nuestra propuesta plantea que:  

- Dado que nuestra actual legislación no permite ninguna forma de discriminación 
arbitraria, tanto a nivel constitucional (art. 19 N° 2°) como a nivel legal (art. 11, 12, 13 y 14 
LGE); que solo se permiten los procesos de admisión que sean transparentes y objetivos 
desde 7° básico; que existe la exigencia de un protocolo y medidas previas a la expulsión de 
un alumno  (art. 46 f) de la LGE); y entendiendo que hoy existe la institucionalidad para hacer 
cumplir con estos principios legales a través de la Superintendencia de Educación, creemos 
que se debiera mantener y cautelar el cumplimiento de la actual normativa. 

7. Discusión Final 

 

Es claro que nuestro país requiere un mayor gasto por alumno en educación. Sin embargo, 
aún tenemos un ingreso per cápita que no nos permite gastar tanto como quisiéramos. Es 
por esto que se requiere focalizar los esfuerzos en apoyar a las familias más vulnerables y 
en alguna medida a las de clase media, de tal forma de apoyar y proteger su derecho a 
elegir la educación que prefieren para sus hijos. 
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Cada individuo de nuestra sociedad tiene un valor por sí mismo, más allá de la pertenencia 
a cualquier grupo; por lo tanto, debemos construir un sistema escolar que permita la 
diversidad y entregue a cada familia la decisión respecto a la educación de su hijo. 

Para lograrlo, en circunstancias que los alumnos vulnerables se encuentran distribuidos a lo 
largo de todo el sistema escolar, debemos centrarnos en el alumno de acuerdo a su 
necesidad, y no en el tipo de colegio en que este estudie. 

La propuesta que hemos explicado en las secciones previas toma los actuales mecanismos 
que existen para integrar en la misma sala de clases a alumnos con diferente capacidad de 
pago (financiamiento compartido y SEP), y en lugar de eliminarlos, como busca hacer el 
proyecto del Gobierno, los fortalecemos, de manera de entregar una subvención 
diferenciada en función del alumno y no del tipo de colegio.  
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